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DEBIDO PROCESO / TUTELA CONTRA PROVIDENCIA JUDICIAL / NIEGA. “[L]a prueba documental incorporada a la actuación acredita  que el señor Javier Elías Arias Idárraga promovió cuatro demandas de tutela, con idéntica redacción, en procura de obtener se ordene al Juzgado Cuarto Civil del Circuito desarchivar la acción popular radicada bajo el No. 2014-00162, sin que se le exija el pago del respectivo arancel. (…) En este caso, aunque es evidente que se presentaron idénticas acciones de tutela, no puede deducirse que el promotor del proceso haya actuado de mala fe, más bien su proceder se puede atribuir a algún tipo de descuido, a lo que pudo ser llevado por el gran cúmulo de acciones de amparo que ha interpuesto ante este Tribunal. En esas condiciones, aunque no puede predicarse temeridad de su parte, se negará la acción de amparo, de conformidad a la norma arriba transcrita.”.
TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL

SALA DE DECISIÓN CIVIL FAMILIA

Magistrada Ponente: Claudia María Arcila Ríos

Pereira, mayo once (11) de dos mil diecisiete (2017)

Acta No. 246 de 11 de mayo de 2017

Expediente No. 66001-22-13-000-2017-00436-00

Se decide en primera instancia la acción de tutela promovida por el señor Javier Elías Arias Idárraga contra el Juzgado Cuarto del Circuito local y el agente del Ministerio Público, a la que fueron vinculados el Alcalde del municipio de  Pereira y la Defensoría del Pueblo Regional Risaralda.
A N T E C E D E N T E S

1. Relató el actor los hechos que admiten el siguiente resumen:

1.1 Solicitó al Juzgado Cuarto Civil del Circuito de Pereira el desarchivo de la acción popular radicada bajo el número “2014-162”; sin embargo, le exigen pagar el valor de esa gestión, a pesar de que se trata de una acción constitucional en la cual “no se cobra el desarchivo”. 

1.3 El Agente del Ministerio Público no garantiza sus derechos fundamentales en esa actuación. 

2. Considera lesionados los derechos a la igualdad y al debido proceso. Para su protección, solicita se ordene: a) al juzgado accionado desarchivar de manera inmediata la acción popular de conformidad con los artículos 6º de la Ley 270 de 1996, modificado por el artículo 2º de la Ley 1285 de 2009 y b) al Agente del Ministerio Público acreditar cómo ha garantizado sus derechos fundamentales. 

ACTUACIÓN PROCESAL

1. Mediante proveído del 27 de abril último se admitió la tutela y se ordenó vincular a la Alcaldía de Pereira, al Defensor del Pueblo de la Regional Risaralda y al Banco Davivienda, este último como demandado en el proceso en que encuentra el actor lesionados sus derechos fundamentales. 

2. En el trámite de esta instancia se produjeron los siguientes pronunciamientos:

2.1 La Procuradora Regional de Risaralda dijo que a esa Agencia del Ministerio Público se han comunicado los autos que admiten las respectivas acciones populares y como consecuencia de ello han designado a los diferentes profesionales de la Procuraduría Regional Risaralda y Provincial de Pereira para dar cumplimiento al artículo 21 de la ley 472 de 1998; el Ministerio Público es ajeno a la cuestión planteada por el demandante, pues su intervención está orientada a verificar, como ente de control, la defensa de los derechos e intereses colectivos, lo que hará en el correspondiente pacto de cumplimiento que para el efecto se suscriba, una vez sean convocados por el juez. Solicita se le desvincule de la actuación. 

2.2 Quien dijo ser apoderada judicial del municipio de Pereira se pronunció, pero dejó de aportar el poder que le fuera conferido para intervenir en representación de la entidad citada, y por ende, sus argumentos no serán apreciados.
3. La titular del juzgado accionado y los demás vinculados guardaron silencio.

C O N S I D E R A C I O N E S 

1. El fin de la acción de tutela es la protección inmediata de los derechos constitucionales fundamentales, concedida a todas las personas por el artículo 86 de la Constitución Política, ante su vulneración o amenaza generada por cualquier autoridad pública y aun por los particulares en los casos previstos por el artículo 42 del Decreto 2591 de 1991.

2. Correspondería a esta Sala determinar, en primer lugar, si en este caso procede la tutela para obtener el desarchivo de la acción popular formulada por el actor, y de serlo, establecer si la autoridad judicial demandada lesionó derecho fundamental alguno al accionante que sea menester proteger, pero resulta que la misma solicitud de amparo fue promovida por medio de otras tres acciones, hecho que lleva a despacharla desfavorablemente.
3. En efecto, la prueba documental incorporada a la actuación acredita  que el señor Javier Elías Arias Idárraga promovió cuatro demandas de tutela
, con idéntica redacción, en procura de obtener se ordene al Juzgado Cuarto Civil del Circuito desarchivar la acción popular radicada bajo el No. 2014-00162, sin que se le exija el pago del respectivo arancel
.

4. Según el inciso primero del artículo 38 del Decreto 2591 de 1991: “Cuando, sin motivo expresamente justificado, la misma acción de tutela sea presentada por la misma persona o su representante ante varios jueces o tribunales, se rechazarán o decidirán desfavorablemente todas las solicitudes”. 

Sobre el contenido de esa disposición ha dicho la Corte Constitucional
:

“La Corte también ha manifestado que el juez de tutela deberá declarar improcedente la acción, cuando encuentre que la situación bajo estudio es idéntica en su contenido mínimo a un asunto que ya ha sido fallado o cuyo fallo está pendiente (…)

(…) en sentencia T- 1103 de 2005
 se reiteraron los parámetros ya fijados por esta Corporación a efectos de demostrar la configuración de la temeridad, dentro del curso de la acción de tutela, para lo cual se dispuso que era indispensable acreditar
:

“(i) La identidad de partes, es decir, que ambas acciones de tutela se dirijan contra el mismo demandado y, a su vez, sean propuestas por el mismo sujeto en su condición de persona natural, ya sea obrando a nombre propio o a través de apoderado judicial, o por la misma persona jurídica a través de cualquiera de sus representantes legales.

(ii) La identidad de causa petendi, o lo que es lo mismo, que el ejercicio simultáneo de la acción se fundamente en unos mismos hechos que le sirvan de causa.

(iii) La identidad de objeto, esto es, que las demandas busquen la satisfacción de una misma pretensión tutelar o sobre todo el amparo de un mismo derecho fundamental.

(…)

Respecto a la no existencia de temeridad a pesar de la multiplicidad de acciones de tutela, esta Corte
 ha señalado:

“(C)oncluye la Sala que, en los procesos de tutela, cuando en un mismo asunto se han presentado sucesivas solicitudes de amparo,  se pueden presentar situaciones en las que hay cosa juzgada y temeridad, como cuando se presenta una acción de tutela sobre un asunto ya decidido previamente en otro proceso de tutela, sin que existan razones que justifiquen la nueva solicitud; otras en las que hay cosa juzgada, pero no temeridad, lo cual puede ocurrir, por ejemplo, cuando, de buena fe y, usualmente, con expresa manifestación de estar acudiendo al amparo por segunda vez, se interpone una segunda tutela debido a la convicción fundada de que sobre la materia no ha operado el fenómeno de la cosa juzgada, y, finalmente, casos en los cuales hay temeridad, pero no cosa juzgada, lo que acontece cuando se presenta simultaneidad entre dos o más solicitudes de amparo que presentan la tripe identidad a la que se ha aludido.”

En conclusión, la presentación de dos o más acciones de tutela no constituye automáticamente una actuación arbitraria, sino que se hace necesario verificar las circunstancias que rodean cada caso para inferir que se configura temeridad, razón por la cual se debe entender esta figura como una alternativa procesal con la que cuenta el juez constitucional de manera muy excepcional, pues ante todo debe asegurar la garantía efectiva de los derechos fundamentales. Es decir, que la sola concurrencia de identidad de los sujetos procesales, el objeto que da lugar a la controversia y la pretensión, no es suficiente para concluir que se trata de una actuación judicial amañada o contraria al principio constitucional de buena fe.”

5. En este caso, aunque es evidente que se presentaron idénticas acciones de tutela, no puede deducirse que el promotor del proceso haya actuado de mala fe, más bien su proceder se puede atribuir a algún tipo de descuido, a lo que pudo ser llevado por el gran cúmulo de acciones de amparo que ha interpuesto ante este Tribunal.

En esas condiciones, aunque no puede predicarse temeridad de su parte, se negará la acción de amparo, de conformidad a la norma arriba transcrita.

En mérito de lo expuesto, la Sala Civil Familia del Tribunal Superior de Pereira, Risaralda, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley, 

R E S U E L V E 

PRIMERO. Se niega la acción de tutela propuesta por el señor Javier Elías Arias Idárraga contra el Juzgado Cuarto del Circuito local y el agente del Ministerio Público, a la que fueron vinculados el Alcalde de Pereira y la Defensoría del Pueblo Regional Risaralda.
SEGUNDO. Notifíquese esta decisión a las partes conforme lo previene el artículo 30 del Decreto 2591 de 1991. 
TERCERO. De no ser impugnada esta decisión, envíese el expediente a la Corte Constitucional para su eventual revisión conforme lo dispone el artículo 32 del Decreto 2591 de 1991.

Notifíquese y cúmplase, 

Los Magistrados,

CLAUDIA MARÍA ARCILA RÍOS

DUBERNEY GRISALES HERRERA

(Con salvamento de voto)

EDDER JIMMY SÁNCHEZ CALAMBÁS
� Que fueron radicadas en esta Sala bajo los números 66001-22-13-000-2017-00434-00, 66001-22-13-000-2017-00435-00,  66001-22-13-000-2017-00436-00 y 66001-22-13-000-2017-00437-00


� Ver la demanda que obra a folios 1 y 2 y las copias de las otras acciones de tutela a folios 18, 19, 33, 34 y 39


� Sentencia T-001 de 2016


� Sentencia T-1103 del 28 de octubre de 2005. M.P. Jaime Araujo Rentería.


� Sentencia T-184 del 2 de marzo de 2005. M.P. Rodrigo Escobar Gil.


� Sentencia T-560 de 2009. M.P. Gabriel Eduardo Mendoza Martelo.
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